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Voces

I. Introducción

El fallo comentado aborda la temática de la llamada garantía legal por buen funcionamiento y que, entre otros aspectos, define la posición del Tribunal en ciertas cuestiones relativas a su ejercicio donde la incorrecta redacción de la norma había determinado la existencia de diversas posiciones doctrinarias y jurisprudenciales.

Pero, antes de adentrarnos en el análisis entendemos necesario efectuar una serie de breves consideraciones vinculadas con el instituto en análisis...

II. La responsabilidad de los proveedores en el ámbito de la comercialización de bienes

Como bien señalan Frustagli y Moisá, la problemática de la responsabilidad en el ámbito del consumo puede enfocarse desde dos perspectivas claramente diferenciadas. Por una parte, se procura proteger la integridad física del consumidor, y asegurar la inocuidad de los bienes y servicios comercializados en el mercado (el ámbito de la mal llamada "responsabilidad por los productos elaborados") y, por otro lado se desea tutelar los intereses económicos del consumidor garantizándole la adecuación de los bienes y servicios al uso para el cual se destinan por su naturaleza. Desde el punto de vista axiológico podría decirse que, mientras en el primer caso se trata de realizar armónicamente los valores justicia y humanidad, en tanto se atiende a la persona humana considerada en sí misma, en el segundo están en juego los valores justicia y utilidad, pues se centra la atención en el equilibrio patrimonial de la relación de consumo (1).

Naturalmente, estos dos aspectos de la responsabilidad que tan claramente se diferencian en el marco teórico (el primero con fundamento en el art. 40 de la ley 24.240 y el segundo sustentado en los arts. 11 a 18 del mismo cuerpo normativo) evidencian similares consecuencias en la práctica, lo que ha llevado a que numerosos fallos confundan la base normativa de una responsabilidad con la otra. En efecto, ambos tienen sustento en los llamados derechos fundamentales de los consumidores basados en el art. 42 de la Constitución Nacional (el primero tutelando la salud y la seguridad de los consumidores, el segundo a través del amparo de sus intereses económicos), ambos son de naturaleza objetiva y ambos generan una responsabilidad in solidum de toda la cadena de comercialización que la norma dispone como solidaria (arts. 13 y 40 de la ley respectivamente).

Asimismo, en el marco de la realidad dichas órbitas de la responsabilidad no son necesariamente excluyentes: si un producto presenta un defecto que lo torna inadecuado para su destino, el mismo vicio también podrá ser causa de daños físicos para el consumidor, afectando tanto la salud como los intereses económicos de la persona: el incumplimiento de la información sobre el bien o servicio contratado puede aparejar que no sea lo que efectivamente se pretendió pero también generar un uso inadecuado que dañe a la persona, etc.

Ahora bien, en relación con el tema que nos convoca el fallo en análisis, con buen criterio, se circunscribe a la responsabilidad generada por el proveedor (en el amplio concepto del art. 2 de la ley 24.240) en virtud del vicio o defecto del bien adquirido que afecta los intereses patrimoniales del consumidor, vicio o defecto que "dispara" el mecanismo legal de la llamada garantía por buen funcionamiento, garantía regulada en el art. 11 ss. y cc. de la ley 24.240 y que es necesario diferenciar de otras garantías que tutelan similares intereses...

III. El régimen de garantías de la ley 24.240

La doctrina brasileña (2), ya lo señaló cuando la ley establece garantías por los vicios de inadecuación, anexa a la obligación del proveedor de un "deber de calidad" sobre los productos y servicios que comercializa. Por lo tanto, en cuanto exista o se presente algún defecto, se configurará un incumplimiento a dicho deber de calidad, con la consiguiente responsabilidad del proveedor, responsabilidad de carácter objetivo, cuyo fundamento, para la doctrina citada, reside en el principio de protección de la confianza (3).

En definitiva, se busca tutelar las legítimas expectativas que el consumidor ha depositado en torno a la utilidad que el bien o servicio pueden procurarle y es razonable esperar de ellos (si el producto se rompe en el período de garantía el vendedor y el fabricante no se liberan probando su no culpa: su responsabilidad no es subjetiva).

En esta línea la normativa vigente contiene un régimen integral de garantías, consolidado a partir de la sanción de la ley 24.999 (modificatoria de la 24.240), las que consisten en: a) La garantía legal por buen funcionamiento (arts. 11, 13 y cc.), b) La garantía por provisión de repuestos y servicio técnico de posventa (art. 12), c) La garantía por vicios redhibitorios y d) la garantía por la deficiencia en la prestación de servicios (art. 23).

El caso de marras se circunscribe a esta primer garantía: la hoy mal llamada (dado que también proceden ante la falta de identidad entre lo ofrecido y lo entregado) "garantía legal por buen funcionamiento".

IV. La garantía legal por buen funcionamiento

En su art. 11 la ley 24.240 dispone, en relación con la comercialización de cosas muebles no consumibles (4) (como objeto principal de la relación de consumo o como accesorio a ésta), una garantía gratuita de orden público irrenunciable y mínima de tres meses cuando se trate de bienes usados y de seis meses en los demás casos (5), siempre a partir de la entrega de la cosa y en relación con los vicios o defectos de cualquier índole (aún manifiestos) que afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado o su correcto funcionamiento. Este plazo mínimo puede ampliarse por acuerdo de partes (generando la llamada garantía convencional por buen funcionamiento, que puede ser tanto gratuita como onerosa) pero no disminuirse (6).

Hasta la sanción de la ley 26.361 la norma exigía que se configuren ambos supuestos: la afectación entre lo entregado y lo ofrecido "Y" también la afectación en el correcto funcionamiento. De esta manera los supuestos de aplicación se limitaban ya que al exigirse la configuración de ambos, en la práctica las exigencias se limitaban al segundo. En efecto, como normalmente cualquier vicio creará una diferencia entre lo ofrecido (una cosa sin defectos) y lo entregado, el primer requisito se tornaba prácticamente superfluo, razón por la cual la afectación del correcto funcionamiento de la cosa constituía en la práctica la pauta fundamental a tener en cuenta para la puesta en marcha de la garantía) (7). Actualmente, al utilizarse la disyunción "o", los supuestos se amplían admitiendo que la garantía opere cuando a) El vicio afecte la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o bien cuando b) Afecte el correcto funcionamiento de la cosa. De esta manera, en nuestros días, por más que la cosa funcione perfectamente, un desperfecto en su calidad (por ejemplo), el cual anteriormente sólo habilitaba el reclamo fundado en el incumplimiento del contrato, hoy podrá incoarse a través del régimen de las garantías, alegando una diferencia entre lo ofrecido y lo entregado.

Asimsmo, la norma dispone en su art. 13 que son solidariamente responsables de esta garantía los productores, importadores, distribuidores y vendedores del bien; y en el mismo artí. 11 establece que tanto el consumidor como los sucesivos adquirentes son los legitimados activos para reclamarla. En este sentido, parte de la doctrina afirma que los sucesivos adquirentes deben serlo a título oneroso (8); disentimos con este criterio dado que, de seguir esta interpretación, en razón de conductas de terceros el proveedor podría llegar a liberarse de responsabilidad (cuando el consumidor regala el bien, por ejemplo), a lo que se suma el hecho de que actualmente la ley 24.240 abarca las operaciones a título gratuito sin efectuar mayores diferenciaciones.

Naturalmente, la enunciación que efectúa la disposición no debe entenderse como taxativa, sino simplemente como un ejemplo, debiendo la legitimación pasiva abarcar a todos aquellos que queden comprendidos en el concepto de proveedores que nos da la norma. En este mismo sentido, la referencia a sucesivos adquirentes que establece la disposición resultará aplicable siempre y cuando los mismos puedan ser considerados consumidores o usuarios (situación que se dará en la mayoría de los supuestos, dada la expansión sufrida por la norma en relación con su ámbito de aplicación).

En este sentido seguimos a Frustagli, interpretando que la enunciación de la norma no es taxativa, sino que impone una responsabilidad solidaria por el otorgamiento y cumplimiento de esa garantía legal a todo aquel sujeto que interviniese de alguna manera en la cadena de distribución, participando en la "relación de consumo" (evidenciándose la debilitación del principio de la eficacia relativa de los contratos en el marco de los negocios de consumo), sin perjuicio de las acciones de repetición que se generen (9).

V. Configuración de la garantía: ¿diferentes opciones a favor del consumidor?

En relación con las acciones con que cuenta el consumidor en razón de la llamada garantía por buen funcionamiento, las alternativas de este régimen son más amplias y más justas que las previstas en el Código Civil ante los vicios redhibitorios (10), otorgándose en primera instancia un deber/derecho de reparación a cargo del proveedor y, de no resultar éste satisfactorio (cuando no cumpla con las condiciones necesarias para un uso normal, mediante un trato adecuado y siguiendo las normas de uso y mantenimiento), las siguientes opciones a favor del consumidor: a) Pedir la sustitución del bien por uno idéntico (que fue lo que acaeció en el supuesto de marras y en relación con lo que entendemos el fallo define un criterio esclarecedor en la materia); b) Resolver el contrato, con los efectos restitutorios propios del mismo o; c) Ejercer la acción quanti minoris solicitando una quita en el precio pagado. En todos los casos el consumidor tiene derecho, además, a reclamar los daños y perjuicios, acción que puede ejercer contra todos y cada uno de los integrantes de la cadena de comercialización.
La norma merece algunas consideraciones: en primer lugar, si bien la solución legal se presenta como positiva ante el supuesto de mal funcionamiento de la cosa, puede llegar a resultar inadecuada cuando la garantía proceda en virtud de una diferencia entre lo ofrecido y lo entregado ya que cabe la posibilidad de que en estos casos no proceda reparación alguna, sino que resulte procedente directamente recurrir al art. 17, solicitando el reemplazo del bien, la resolución del acuerdo y/o la reducción del precio (11). Tal es la solución que se ha propugnado en las XXII Jornadas Nacionales de Derecho Civil (Córdoba, 2009), estableciendo que en materia de garantías por inadecuación del bien (art. 11, Ley 24.240), cuando sus efectos se invoquen por faltas de conformidades constitutivas de defectos de calidad, sin repercusión en la funcionalidad del bien, el consumidor tendrá derecho a solicitar directamente su sustitución, la disminución del precio o la resolución, cuando la reparación no sea procedente (Conclusión III.5 de la Comisión de Derecho Interdisciplinario: Derechos del Consumidor).

En segundo lugar es dable señalar que acaecido el supuesto de hecho que admite la aplicación de esta garantía, técnicamente se configura un incumplimiento del contrato celebrado en razón de no configurarse el principio de identidad de pago (recordemos que lo adquirido no funciona correctamente o no hay coincidencia entre lo ofrecido y lo entregado). Dicha circunstancia le permite al consumidor optar, no sólo por este régimen sino también recurrir a lo dispuesto por el art. 10 bis de la ley 24.240 el cual admite, ante el incumplimiento del contrato, que el consumidor directamente pueda optar por: a) Exigir el cumplimiento forzado de la obligación, siempre que ello fuera posible; b) Aceptar otro producto o prestación de servicio equivalente o; c) Rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado, sin perjuicio de los efectos producidos, considerando la integridad del contrato (todo ello sin perjuicio de las acciones de daños y perjuicios que correspondan).
De esta manera contamos con dos soluciones legales para el mismo supuesto de hecho con la diferencia de que en una de ellas (supuesto de mal funcionamiento) el proveedor contaría con la posibilidad de ofrecer su reparación previamente a que se reclame su sustitución, la resolución del contrato o la reducción del precio. En esta línea no se evidencias mayores diferencias entre la solución del art. 17 y el art. 10 bis de la ley (incumplimiento del contrato), con la salvedad de los plazos legales diferentes (3 a 6 meses en relación con la garantía y 3 años —plazo de prescripción de la ley— respecto del incumplimiento del contrato).

Entiende Chamatropulos (12) que el régimen de garantías establecido no es un camino que deba obligatoriamente transitar el consumidor, sino que se trata de una "chance más", pudiendo éste optar entre lo dispuesto por el art. 10 bis ó por el art. 17 previo intento de reparación del bien por parte del proveedor.
Naturalmente, como señalan Hernández y Frustagli, las acciones previstas en el art. 17 actúan subsidiariamente a la acción de reparación satisfactoria del bien ya que de optarse por esta vía la norma se torna aplicable una vez que la reparación se evidencia como no satisfactoria.
Evidentemente la solución que reseñamos no se evidencia tan claramente: ¿podrá el proveedor de una cosa mueble no consumible oponer previamente al planteo del art. 10 bis su "derecho" a repararla (13)? Entendemos que ello dependerá de las circunstancias de hecho, conforme el consumidor opte por reclamar en el contexto del régimen de garantías o no, así como si dicha opción se evidencia como un ejercicio abusivo de su derecho. Lamentablemente la solución no es ideal, pero pareciera lo más razonable acorde al texto legal.

Ahora bien, en el supuesto de marras, y luego de una serie de reparaciones que no resultaron satisfactorias, el Tribunal condena al proveedor, conforme la opción ejercida por el consumidor, a sustituir la cosa por otra de idénticas características, cuestión que implica suscribir una posición ante la falta de claridad de la norma.

VI. La sustitución del bien por otro de idénticas características: una toma de posición en la materia

La solución planteada en el inc. a) del art. 17 ha generado controversias en orden a su efectivización, especialmente si se pondera el decreto reglamentario ya que, al determinar que el bien adquirido debe sustituirse por otro de "idénticas características" exige que se considere el período de uso y el estado general de lo que se reemplaza, como así también la cantidad y calidad de las reparaciones amparadas por la garantía que debieron efectuársele.
Y es que, generalmente, la sustitución que establece la norma (especialmente cuando al misma es dispuesta en razón de una sentencia) se configura luego de haber transcurrido un período extenso entre la adquisición del bien y su reemplazo, período donde probablemente el consumidor deba utilizar la cosa (si es posible a pesar de los desperfectos) y durante el cual la misma ha sufrido infructuosas reparaciones.

Conforme lo expuesto, y a través de una interpretación literal de los textos legales el consumidor adquiere un bien nuevo, el cual no puede disfrutar plenamente dada la configuración de vicios o defectos y, al reclamar su sustitución, recibirá un bien usado de características similares al adquirido, y considerando las reparaciones que el mismo ha sufrido (reparaciones que obedecen a su incorrecto funcionamiento, el cual naturalmente no es responsabilidad suya).
Evidentemente la solución no se evidencia como justa (muchos de estos bienes, por ejemplo los rodados, por el mero hecho de ser usados ven depreciado su valor). Ratifica esta conclusión las otras opciones que admite la norma: por ejemplo, en su inc. b) determina que se pueda devolver la cosa en el estado en que se encuentre a cambio de recibir el importe equivalente a las sumas pagadas, conforme el precio actual en plaza de la cosa. De esta manera la disposición busca que el consumidor pueda acceder a un bien equivalente, sin importar si el precio es mayor o menor al momento de la adquisición, independientemente del uso o reparaciones que el bien originariamente adquirido sufriera (14).

La Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires analiza la cuestión y define su posición en la materia, adoptando el criterio que entendemos se configura como el más razonable y acorde al espíritu de la norma: la sustitución debe efectuarse por un bien nuevo o al menos idéntico al adquirido, debiendo desoírse las exigencias del decreto reglamentario.
Y es que, más allá de que el régimen ha sufrido modificaciones (si bien el art. 17 es el originario) (15), entiende el fallo que la exigencia reglamentaria contraría y altera la sustancia del ejercicio de la opción dispuesta a favor del consumidor prevista en el art. 17 de la Ley de Defensa del Consumidor y, de esta manera, se desconoce y/o restringe irrazonablemente los derechos que la misma ley que reglamenta otorga, contrariando el principio de jerarquía normativa y configurando un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la Constitución Nacional concede al Poder Ejecutivo (16) (17).
Destaca también el fallo que la entrega de un nuevo vehículo no genera (argumento esgrimido por la contraparte) un supuesto de enriquecimiento sin causa, toda vez que el consumidor pagó un alto precio de compra en parte destinado a absorber está garantía a fin de no verse conculcados sus intereses legítimos en la elección que le diera seguridad de alcanzar la identidad del producto ofrecido por la marca (arts. 953, 1197, 1198, 1071, 954 y 907 Cód. Civil).
En esta línea ya se ha señalado en otras oportunidades que quien se beneficiaría en razón de un enriquecimiento sin causa sería el proveedor en razón de la diferencia de valor entre el precio abonado por el consumidor (quien pagó el valor de mercado de un cero kilómetro) y recibe luego un vehículo cuyo valor es sensiblemente menor (18).

De esta manera, la solución a la que se arriba se evidencia como la correcta a nuestro entender, y era ya sostenida por varios de los tribunales inferiores (19), así como sustentada por algunos doctrinarios (20), sin perjuicio de lo cual otros juzgados adoptaban el criterio diferente (21); razón por la cual la definición en la cuestión a la que arribara el Cimero Tribunal Provincial permite sentar una posición que, salvo situaciones de excepción, la justicia debe adoptar, entendiéndose por tanto clarificada la cuestión.

Y es que, como señala Sagarna, al referir a "idénticas características", la ley apunta a amparar al consumidor: que éste no tenga que aceptar otra cosa de menor calidad, o con menos funciones que la que entregó para su reparación; si la cosa fue reparada con anterioridad es porque al momento de su comercialización no se hallaba en condiciones óptimas para su funcionamiento adecuado; si el garante que debe reemplazar el bien por otro examina el estado general del mismo, la cantidad y la calidad de las reparaciones amparadas por la garantía, y se atiene a las palabras frías de la ley, terminará dándole al consumidor una "bagatela". Se supone que si fue refaccionada en más de una ocasión no es por culpa del consumidor, y si fue llevada al service varias veces es porque la cosa no reunía la calidad adecuada" (22).
La decisión del Tribunal no hace más que consagrar la aplicación del art. 1198 del Código Civil: conforme el principio de la buena fe sería a todas luces razonable que el consumidor interprete que se le deba entregar un cero kilómetro ya que eso fue lo que compró originariamente y no pudo disfrutar a causa de las fallas existentes (23).

De esta manera el fallo en comentario se evidencia como un nuevo pilar, con sólidos y relevantes cimientos, sobre el cual sostener el régimen de tutela de los consumidores y usuarios, efectuando una interpretación conforme a derecho sobre un texto que si bien evidencia ciertas oscuridades debe desentrañarse teniendo como horizonte los principios generales del microsistema del consumo y los derechos fundamentales del los consumidores con amparo en los textos constitucionales.
Aplaudimos la tarea judicial que día a día procura, junto con los demás operadores del derecho, de arribar a la solución justa del caso concreto. Sigamos en este camino.
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